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EL CONTRATO DE ALTA DIRECCIÓN (1/4) 
n el presente artículo de carácter didáctico, trataremos de analizar una de las relaciones 
laborales más especiales que existen –la Alta Dirección-, sus diferencias con la relación laboral 
común y sus similitudes. 
En este sentido,  no son pocos los trabajadores que a lo largo de su devenir profesional acceden –ya 
sea por promoción interna o por otros avatares- a puestos de responsabilidad en la Empresa, y que se 
les plantea la disyuntiva de suscribir un contrato de alta dirección. No cabe duda, que dicha decisión 
afectará a su devenir profesional, ¿cómo?, ese será nuestro objeto de estudio. 
1.1 NORMATIVA APLICABLE Y FUENTES DE REGULACIÓN  
Los derechos y obligaciones que dimanan de la relación laboral especial de alta dirección se regirán 
por (art. 3 RD 1382/1985): 
E 
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a) El Real Decreto 1382/1985 de 1 de agosto, 
b) La voluntad de las partes, que deberá sujetarse a las normas imperativas del RD 1382/1985  y a 
las demás que sean de aplicación.  
Podrán pactar libremente aspectos como el período de prueba, la no concurrencia o 
permanencia en la empresa, el tiempo de trabajo, la indemnización por extinción del contrato, 
o el régimen de faltas y sanciones. 
c) Como Derecho supletorio se aplicará la legislación civil o mercantil, y sus principios generales. 
d) Las normas de la legislación laboral común, incluido el Estatuto de los Trabajadores,  se 
aplicarán en los casos en que exista una remisión expresa en el RD 1382/985, nunca como 
Derecho supletorio. 
Esta remisión se produce para las causas de suspensión del contrato (art. 15.2 RD 1382/1985, 
en relación con arts. 45, 46, 47 y 48 ET), para la forma y efectos del despido disciplinario (art. 
11.2 RD 1382/1985, en relación con art. 55 ET) y para las causas de extinción del contrato que 
no estén reguladas de otro modo en la norma especial (art. 12 RD 1382/1985, en relación con 
art. 49 ET). Igualmente, se aplica lo establecido en el Estatuto de los Trabajadores a efectos de 
prescripción de las acciones derivadas del contrato especial, y en cuanto a la caducidad de la 
acción de despido (art. 15.3 RD 1382/1985, en relación con art. 59 ET). 
e) También se aplicará el ET cuando así lo hayan pactado en el contrato de alta dirección el 
trabajador y el empresario. 
 
Convenios Colectivos 
El alto cargo estará excluido, como regla general, del ámbito de aplicación de los convenios 
colectivos. 
El carácter especial de la relación de Alta Dirección determina, normalmente, su exclusión del 
ámbito personal del convenio de empresa,  por no participar el Alto Directivo  en los órganos de 
representación del personal. La inclusión de este personal en el ámbito personal del convenio exigiría 
una mención expresa, sin que quepa presumirla (STS 15-3-1990 [RJ 1990, 2084]). 
Buena fe y mutua confianza 
La relación laboral especial del personal de alta dirección se basa en la recíproca confianza de las 
partes. Tanto el alto cargo como el empresario acomodarán el ejercicio de sus derechos y 
obligaciones a las exigencias de la buena fe (art. 2 RD 1382/1985). 
1.2 CONCEPTO LEGAL 
La denominada relación de Alta Dirección es una relación laboral  cuya regulación se integra en el 
Derecho del Trabajo y sobre la que es competente la jurisdicción Social. No obstante lo anterior, esta 
relación laboral no es común, sino especial, aspectos de ese carácter especial son los siguientes: 
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1º. El contrato de alta dirección, por su alta dosis de autonomía, está  a mitad de camino entre el 
contrato civil y el laboral. 
2º. Su regulación se remite sólo en puntos muy específicos al Estatuto de los Trabajadores. 
3º. La prestación de servicios se da bajo la nota de ajeneidad,  pero la dependencia,  se da aquí de 
forma muy atenuada. 
Se considera personal de alta dirección a los «trabajadores que ejercitan poderes inherentes a la 
titularidad jurídica de la Empresa, y relativos a los objetivos generales de la misma, con autonomía y 
plena responsabilidad, sólo limitadas por los criterios e instrucciones directas emanadas de la persona 
o de los órganos superiores de gobierno y administración de la Entidad que respectivamente ocupe 
aquella titularidad» (art. 1.2 RD 1382/1985). 
La calificación de la relación laboral existente entre un trabajador y la Empresa como relación 
laboral común o especial de Alta Dirección dependerá del conjunto de atribuciones que el interesado 
tenga asignadas, con independencia de la denominación que los contratantes le hayan podido dar. 
Por lo que se refiere al trabajador directivo y su encuadramiento, en una primera aproximación, es 
necesario hacer notar que cuenta con elementos comunes al trabajador ordinario y, a la vez, con 
elementos que lo aproximan al empresario, lo que no ocurre en ninguna otra relación especial. 
1.3 CARACTERÍSTICAS 
Como precisa la jurisprudencia social, para que exista una relación laboral especial de Alta Dirección 
han de concurrir las características siguientes: 
1ª Se ejercitan poderes inherentes a la titularidad jurídica de la Empresa 
Se ejercitan: Los pronunciamientos judiciales exigen que los poderes efectivamente se ejerzan, no 
basta con tenerlos, si no se usan.  
Poderes.  Este término debe corresponderse con la acepción común y genérica que recibe en el uso 
diario. Las facultades del Alto Directivo le serán  otorgadas mediante la oportuna escritura notarial 
por la persona que el Consejo haya mandatado a tal efecto. Ese otorgamiento, junto con el contrato 
escrito, señalará normalmente la fecha inicial de la relación especial.  
Inherentes a la titularidad jurídica.  Podrían ser considerados como poderes   inherentes a   la  
titularidad jurídica, entre otros, los siguientes: 
a) La representación de la entidad, especialmente en sus aspectos procesal y administrativo. 
b) La conclusión de actos y negocios jurídicos propios de la titularidad estatutaria: ampliaciones de 
capital, constitución y disolución de la entidad, modificaciones en la titularidad de la 
misma,…etc.  
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c) Actos y negocios jurídicos excluidos del tráfico ordinario de la empresa, de los que pueda 
derivar responsabilidad patrimonial entre el estado, los poderes públicos, otras empresas 
particulares o sus trabajadores, clientes o proveedores. 
d) Actos y negocios jurídicos frente a terceros que requieran especiales garantías formales, como 
la escritura pública o el registro, o económicas, como las operaciones bancarias. 
 
El apoderamiento conferido al alto directivo deberá ser amplio, concerniente a la actividad 
industrial, laboral y económica de la empresa, con capacidad para dirigir y administrar el negocio en 
su totalidad.  
En conclusión, aun no exigiéndose exhaustividad, sí resulta preciso que el ejercicio de poderes 
revista caracteres de generalidad y amplitud.  
La Jurisprudencia no solo toma en cuenta el ejercicio de los poderes, también toma en cuenta el  
alcance y la intensidad de los mismos.   
• Respecto del alcance de los poderes, en la práctica, el apoderamiento total implica: 
a) La capacidad de representar a la sociedad frente a terceros, ante instituciones 
administrativas y judiciales de toda índole, ejercitando ante las autoridades y 
tribunales las acciones, excepciones y reclamaciones de toda clase que procedan, 
incluyen absolver posiciones, ratificarse, prestar confesión en juicio, … autorizando 
los documentos que sean precisos a tal efecto. 
b) En materia de gestión y disposición, resulta especialmente significativa la 
enajenación de bienes inmuebles, así como la constitución y extinción de derechos 
reales, afectación de bienes con garantía hipotecaria y la concesión de plenas 
facultades de disposición; no obstante, las posibilidades son tan amplias como 
contratos se suscriban: comprar y venta de mercancía, útiles y enseres para el 
negocio, capacidad para conceder moratorias, quitas, esperas, transigir diferencias, 
gestionar licencias de importación y exportación, estipular, constituir, aceptar y 
modificar fianzas, acudir a subasta procediendo como se estime conveniente, … (16) 
c) En contratación, la diferencia viene dada por la no limitación de la capacidad a un 
área o sector determinado (celebrar únicamente contratos de obra, o contratos de 
seguros en función de la actividad desarrollada en la empresa).  En el caso de los 
Altos Directivos se utilizan expresiones más generales, como concertar, formalizar, 
ejecutar y celebrar toda clase de actos y contratos que crea convenientes y 
necesarios para la realización del objeto social, cualquiera que sea su cuantía, con los 
pactos y condiciones que libremente determine …”; o bien la ampliación de 
facultades para, por ejemplo, librar, tomar, aceptar, avalar, intervenir y negociar 
letras de cambio y demás documentos de giro, contratar y despedir empleados 
fijando sus condiciones de trabajo y otorgando escrituras públicas para ello si fuera 
preciso … 
d) Finalmente, otro aspecto a tener en cuenta es el relativo a las operaciones bancarias. 
Un primer nivel es el constituido por la capacidad para extraer fondos, imponer 
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cantidades o disponer del saldo, que puede venir referido a una cuenta corriente 
específica de la empresa (lo cual implica lógicamente una cierta limitación), o bien a 
todas las que la entidad posea en cualquier establecimiento bancario. Un segundo 
nivel más significativo, vendría dado por la posibilidad de solicitar créditos bancarios, 
abrir y cerrar cuentas corrientes y de crédito, efectuar endosos y transferencias, 
solicitar y prestar avales, constituir a nombre de la sociedad depósitos de fondos 
públicos o de valores industriales o de numerario en la Caja General de Depósitos o 
en sus dependencias, en el Banco de España, Delegaciones de Hacienda y demás 
establecimientos de esta naturaleza, retirándolos cuando corresponda. 
 
• Respecto de la intensidad del apoderamiento, cabe decir que los poderes conferidos al alto 
directivo, aun enunciados con generalidad y amplitud, pueden ser objeto de determinadas 
limitaciones, que serán examinadas e interpretadas en cada caso. Los límites introducidos 
pueden ser de dos tipos: 
a) Cuantitativos. Se caracterizan por la imposición de unas cifras que no pueden ser 
sobrepasadas, especialmente en lo relacionado con operaciones bancarias. En 
cualquier caso, este tipo de limitación resulta más o menos relevante en función de la 
cantidad fijada, relacionada con el montante total del negocio. 
b) Cualitativos. Implica habitualmente la necesidad del trabajador de recabar 
autorizaciones previas o solicitar instrucciones para realizar ciertas tareas. 
 
Sin perjuicio de que estas limitaciones  siempre serán objeto de valoración por el juez que 
deba determinar si la relación laboral es especial o común,  sin embargo, en principio no 
deberían impedir la calificación de alta dirección.  
2ª  Relativos a objetivos generales 
Se dice “relativos a….” lo que equivale a “relacionados con” o “que guardan relación con”, por lo 
que no resulta preciso el que se trate de poderes mediante los cuales se articulen única y 
exclusivamente los objetivos generales, sino que el legislador se conforma con que tengan conexión 
con éstos; lo contrario limitaría enormemente tales poderes a situaciones excepcionales tales como la 
constitución de una sociedad o el nombramiento de director general. 
La referencia que hace la norma a los objetivos generales no supone que el ejercicio de funciones 
directivas limitadas a sectores productivos concretos o áreas geográficas determinadas, constituya un 
factor excluyente para la aplicación del Decreto de Alta Dirección, si se cumplen los demás requisitos, 
aunque exige ya matizaciones y análisis más detallados que el caso de la dirección general.   Podría  
admitirse una limitación de las facultades atribuidas a una concreta zona geográfica, cuando ésta se 
refiera a zonas o centros de trabajo nucleares para la actividad de la empresa y ligados, por tanto, a la 
consecución de sus objetivos generales. 
Los poderes han de referirse a los objetivos generales de la Entidad, lo que supone que las 
facultades otorgadas, además de afectar a áreas funcionales de indiscutible importancia para la vida 
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de la Empresa, han de ser referidas normalmente a la íntegra actividad de la misma o a aspectos 
fundamentales de sus objetivos, con dimensión territorial plena, o sobre zonas o centros de trabajo 
nucleares para dicha actividad (STS 12-9-1990 [RJ 1990, 6998]; STS 22-4-1997 [RJ 1997, 3492] y STS 4-
6-1999 [RJ 1999, 5067]). 
No obstante lo anterior, también serán Altos Directivos aquéllos que, dotados de los 
correspondientes poderes, asuman funciones directivas en áreas concretas o sectores específicos del 
tráfico empresarial, sin sometimiento a otros órganos intermedios sino directamente al Órgano de 
Administración, implicando en sus decisiones relativas a dichas áreas o sectores los objetivos 
generales de la Empresa que engloban a todas esas áreas o sectores, STS de 22 de abril de 1997 [RJ 
1997/3492] y STSJ de Madrid núm. 121/2006 de 31 de enero [AS 2006/1289].  
Los pronunciamientos judiciales se inclinan por los criterios de intensidad o importancia del poder 
(en lugar del criterio de su extensión en lo territorial o funcional), y en la inclusión de las funciones o 
actividades del Alto Directivo en el círculo de decisiones fundamentales o estratégicas de la Empresa. 
El origen de la posición jurisprudencial indicada se encuentra en la complejidad estructural de una 
buena parte de las actuales unidades de producción. En consecuencia, también serán Altos Directivos 
aquéllos que, dotados de los correspondientes poderes, asuman funciones directivas en áreas 
concretas o sectores específicos del tráfico empresarial, sin sometimiento a otros órganos 
intermedios sino directamente al Órgano de Administración, implicando en sus decisiones relativas a 
dichas áreas o sectores “los objetivos generales de la Empresa que engloban a todas esas áreas o 
sectores” (STSJ Canarias, Las Palmas, núm. 849/2005 de 6 julio [AS 2005/2308]). 
De esta forma, existe doctrina judicial que se pronuncia sobre la posibilidad de que en una Empresa 
puedan existir varios altos cargos, o que la existencia de facultades mancomunadas (STSJ de Madrid 
núm. 666/1999 de 21 de diciembre [AS 2000/734]) no son incompatibles con una relación laboral de 
Alta Dirección, siempre que se cumplan los requisitos caracterizadores de la misma. De igual modo, la 
STSJ de la Comunidad Valenciana núm. 406/2003 de 31 de enero [AS 2003/3231] califica de Alto 
Directivo al Director General de una empresa española, que constituía la división comercial en España 
de una multinacional, aunque esté sujeto a los criterios de la Dirección General en Francia a cuya 
cabeza se encuentra un Consejero de la Entidad, vinculado directamente a la titularidad de la misma. 
3ª Con autonomía y plena responsabilidad 
Actuación con autonomía y plena responsabilidad, es decir, con un margen de dependencia sólo 
limitado por los criterios o instrucciones de la persona o de los órganos superiores de gobierno y 
administración de la Entidad que respectivamente ocupe aquella titularidad. 
Respecto al requisito de autonomía y plena responsabilidad existen contradicciones en los 
pronunciamientos judiciales habidos en la materia. Por un lado, se ha afirmado que existe una 
relación laboral común en supuestos en que el directivo debe someterse a órdenes muy concretas y 
específicas del órgano de administración o bien si la actuación del directivo precisa de autorización 
del órgano social para proceder en numerosos casos (STSJ de Madrid núm. 352/2003 de 22 de abril 
[AS 2003/2967], STSJ Castilla-La Mancha núm. 72/2003 de 16 de enero [AS 2003/1534], STSJ Madrid 
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núm. 623/2005 de 21 de julio [AS 2005/2172]). Consideran que el directivo no ejerce las facultades 
inherentes a la titularidad de la empresa, siendo un mero instrumento de los órganos sociales. 
Por otra parte y en contraposición a esta doctrina judicial encontramos sentencias como la del STSJ 
País Vasco de 20 de enero de 1998 [AS 1998/745], que sostienen que el titular jurídico de la empresa 
es libre de fiscalizar cuanto quiera la actuación del directivo, sin que se desnaturalice su posición.  
La autonomía conferida al alto directivo implica libertad de actuación, capacidad para fijarse sus 
propias normas de comportamiento en el ejercicio de los poderes, inspirándose siempre en la 
finalidad que determina el quehacer empresarial. Desde este punto de vista resultaría incompatible, 
por ejemplo, la formalización de un contrato de alta dirección con una relación exhaustiva de 
funciones. 
La responsabilidad, por su parte, es una consecuencia congruente con la amplia libertad de 
actuación concedida al alto directivo, y hace que le sean imputables personalmente sus actos, los 
efectos y los resultados de los mismos; la adjetivación de la responsabilidad como “plena” presupone, 
además, que no pueda imputarse la misma a ninguna otra persona u órgano, sino al alto directivo, 
que responderá ante el titular jurídico. 
Los límites que a continuación fija el real Decreto para esa autonomía y responsabilidad (resultando 
contradictoria, por tanto, la calificación de ésta como plena), son dos: 
a) Criterios del Consejo u órgano similar. Limitación lógica ya que las pautas globales sobre la 
marcha de la empresa competen a este órgano y constituyen su razón de ser.  
Es de notar, no obstante, la utilización del término “criterios” frente al más categórico de 
“órdenes” empleado por el art. 20 del Estatuto refiriéndose al trabajador ordinario. 
b) Instrucciones directas del Consejo u órgano similar. Considerando que se trata de un límite a la 
autonomía y responsabilidad plena de que goza el directivo, debe contemplarse desde una 
óptica restrictiva; por consiguiente, habrán de ser directrices eventuales para algún caso 
específico y no emanadas del Consejo del Consejo de modo habitual. La habitualidad de este 
tipo de instrucciones resultaría incompatible con la autonomía y normalmente respondería a la 
existencia de funciones de pura dirección técnica. 
4ª Nivel de dependencia respecto al órgano de de administración de la empresa 
Las órdenes son recibidas directamente del titular de la empresa. Quienes reciban instrucciones de 
órganos directivos delegados de quien ostenta dicha titularidad no podrán ser considerados como 
altos cargos, sino como mandos intermedios. Aunque ejerzan funciones directivas ordinarias, 
quedarán sometidos al ordenamiento laboral común (STS 12-9-1990 [RJ 1990, 6998] y STS 4-6-1999 
[RJ 1999, 5067]). 
El concepto de «alto cargo» debe ser objeto de una interpretación restrictiva, en la medida en que 
lleva la aplicación de un régimen jurídico especial en el que se limita de forma importante la 
protección que el ordenamiento otorga a los trabajadores. Existe, pues, una presunción «iuris 
tantum» de que la relación laboral es de carácter común u ordinario, aunque se trate de un ejecutivo 
de carácter cualificado (STS 15-10-1986 [RJ 1986, 5826]; STS 12-9-1990 [RJ 1990, 6998] y STS 4-6-1999 
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[RJ 1999, 5067]). Además el nomen iuris  que las partes den al contrato no es por sí mismo 
determinante, solo resulta un indicio significativo de la voluntad de las partes. 
1.4 SUPUESTOS FRECUENTES DE RELACIÓN LABORAL COMÚN Y ESPECIAL 
 Ejemplos de relación laboral común son: 
• Director financiero que no tiene poderes notariales ni tampoco firma autorizada en las cuentas 
bancarias, y que no puede contratar ni despedir al personal, sino únicamente proponerlo, 
puesto que la firma y, por tanto, la decisión última corresponde a los Consejeros Delegados. 
(STS 4-6-1999 [RJ 1999, 5067]).  
• Director administrativo (STS 2-1-1991 [RJ 1991, 43]). 
• Director de un complejo hotelero de una cadena internacional (STS 22-4-1997 [RJ 1997, 3492]). 
• Secretario General de la Federación Española de Baloncesto a quien se le otorgan poderes que 
no se refieren al conjunto de la actividad empresarial (STSJ de Madrid, 27-12-2005(AS 
2006,660). 
• Los directores de centro, zona, fábrica, sucursal y similares, no son alta dirección con carácter 
ordinario, sólo cuando despachan directamente con el Consejo o responden exclusivamente 
ante él, debido a peculiaridades organizativas de la empresa o de una especial preferencia en la 
atención del titular jurídico. 
• Los directores financieros, comerciales, de producción, administrativos, de personal o de 
división, cuando éste es el criterio organizativo de la empresa, se encuentran en una situación 
semejante a los anteriores, y por ello normalmente no podrán ser considerados alta dirección. 
Los directores de recursos humanos no son excepciones. 
 
Supuestos frecuentes de relación laboral especial de alta dirección: 
• Director general o gerente, salvo que existe presidente ejecutivo o consejero delegado que le 
prive de su autonomía. 
• Director de un periódico. 
• Director de una emisora de radio. 
1.5 CASOS ESPECIALES DE DEPENDENCIA DEL GRUPO O DEL ACCIONISTA 
Especial atención merece en este apartado el análisis de aquellas Empresas cuyos altos cargos 
quedan sometidos a determinadas instrucciones o controles de la casa matriz. A este respecto, se ha 
de señalar la existencia de importantes contradicciones en los pronunciamientos judiciales habidos en 
la materia.  
• De esta forma, hay sentencias que determinan que en estos casos la relación laboral es común: 
• STSJ de Madrid de 23 de octubre de 2001 sostiene que las continuas órdenes de la 
casa matriz destruyen la autonomía del directivo, que no tiene margen de maniobra;  
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• STSJ de Cataluña, de 18 de septiembre de 2002 [AS 2002/3074] que califica de laboral 
común la relación laboral de un Directivo Regional para España de una multinacional 
suiza al quedar acreditado la dependencia del ejercicio de sus poderes siempre de las 
órdenes, autorizaciones e instrucciones concretas de los directivos de la sede central 
Suiza. 
• STSJ de Madrid de 13 de septiembre de 2005 [AS 2005/3096] en la que también se 
excluye de la consideración de alto directivo al Director General de una empresa 
española integrada y que depende de la matriz de nacionalidad estadounidense, y 
con poderes mancomunados, para determinadas facultades, e individual y solidarios, 
para otras gestiones del tráfico ordinario, estando limitados cuantitativamente en 
cuanto a las operaciones a realizar.  
 
• Hay  otras sentencias que determinan que en estos casos la relación laboral es especial de alta 
dirección: 
• STS de 13 de noviembre de 1991 (que califica la relación de un Director Gerente 
como laboral de Alta Dirección a pesar de la intervención de la Sociedad matriz 
alemana en las actividades de la empresa demandada). 
• STSJ de Canarias de 29 de noviembre de 2001 [AS 2001/4050] en la que se considera 
Alto Directivo al Gerente de una sociedad a pesar que la existencia de un 
Departamento de Gestión y Control (común a todas las sociedades del Grupo) porque 
ese departamento no «se interponía» entre los Directores de cada Empresa y sus 
respectivos órganos de administración sino que sólo realizaba la función equivalente 
a lo que en otras organizaciones (Administración Pública y Banca por ejemplo) es el 
interventor: un control financiero, especialmente, sobre los gastos y en materia de 
personal, constituyendo un control de tipo técnico, que no abarcaba a las decisiones 
de la Dirección, que no decía al Alto Directivo qué tenía que hacerse sino tan solo el 
cómo.  
 
Se observa, por tanto, que  la cuestión se presta a interpretación y que pudiera haber cierta  
ambigüedad en los aspectos a tener en cuenta, todo lo cual genera una cierta inseguridad jurídica en 
relación a la definición del régimen jurídico regulador de las relaciones laborales mantenidas por las 
Empresas con determinado personal directivo de las mismas.  Habrá de analizarse cada caso concreto, 
a efectos de determinar la naturaleza jurídica de la relación que vincula a una Empresa con sus 
directivos, atendiendo a las funciones efectivamente desarrolladas  y al resto de las circunstancias a 
las que hemos hecho referencia.  ● 
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